
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

CAPÍTULO I 

 

1.- Antecedentes históricos del derecho penal en Gu atemala. 

 

     Anterior a la conquista española, el pueblo na tural 

guatemalteco era regido por un sistema consuetudina rio, un 

sistema penal carente de normas escritas y objetiva s pero de 

carácter obligatorio, conocido como el período insn aturalismo 

clásico que tuvo surgimiento en el siglo XVI 1, este se 

caracterizaba por ser un sistema oral, sumario y pu nible en forma 

inmediata. El juzgamiento, valoración de las prueba s y la 

imposición de las penas, como consecuencias de acci ones impropias 

o rechazadas por la sociedad indígena se encontraba  encomendado a 

los líderes patriarcales o religiosos. 

 

     En la actualidad, este sistema es utilizado po r algunos 

pueblos naturales guatemaltecos, conocido como dere cho 

consuetudinario.  

 

     Como destaca el autor Carlos Enrique Estrada A rispe: 

 

                                                 
1 Estrada Arispe, Carlos Enrique. Manual de derecho penal guatemalteco. Pág. 70. 

1 



 

     “El sistema consuetudinario de los pueblos ind ígenas 

guatemaltecos rige, para cada sociedad indígena el comportamiento 

agresor, configurando los juicios y castigos, así c omo la 

posibilidad del perdón del ofendido. En especial, l os problemas 

menores de la comunidad indígena, las faltas y ofen sas, tienen 

pronta solución entre los indígenas. Los delitos so n también 

tratados, pero la tipificación de que es delito, fa lta u ofensa 

no es uniforme en la costumbre jurídica indígena. L a resolución 

de conflictos menores era una realidad indubitable,  que desborda 

los cauces formales para hacer sentir sus beneficio s resultados 

en las comunidades donde se observa”. 2
 

 

     A título personal considero: que el sistema co nsuetudinario 

se rige, generalmente, por las siguientes caracterí sticas:  

 

• La presentación por el ofendido de una inculpación,  por 

haberse cometido una acción que se considera contra ria a las 

buenas costumbres, daño personal o patrimonial de a lguno de 

los habitantes, inculpación que se presenta general mente al 

líder, patriarca o guía religioso de la comunidad, que 

tomará la calidad de mediador entre el ofendido y e l 

acusado. 

 

                                                 
2 Ibíd. Pág. 69,70. 
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• La mediación entre las partes inmersas en la contro versia, 

para buscar el perdón del ofendido y la presentació n de las 

disculpas pertinentes o la reparación del daño caus ado. 

 

• En el supuesto de la negativa de la presentación de  

disculpas o reparación del daño causado, se impone una pena 

personal o pecuniaria a consideración de la persona  a la que 

se le ha solicitado la mediación y solución del con flicto. 

 

     Dentro del sistema consuetudinario, cabe resal tar, que toda 

la comunidad es parte de la solución del conflicto en virtud que 

en determinado momento, participan activamente, alg unos en 

brindar opiniones, calificación de la gravedad de l a acción 

realizada, la proposición de soluciones del conflic to y en último 

momento la presentación de penas a imponer decidida s con 

asentimiento de la comunidad, cuando no se ha llega do a la 

solución del conflicto por parte de los involucrado s directos.  

 

     El sistema consuetudinario, sin desaparecer, c ambia con el 

acontecimiento histórico de la conquista de nuestro  territorio 

guatemalteco por la corona española, implantando el  sistema 
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escrito y demasiado complicado para el pueblo natur al 

guatemalteco, el derecho de las indias. 3 

 

     En forma general, esta es la forma en la que s e desarrollaba 

el sistema para el juzgamiento de acciones prohibid as en la 

convivencia de la sociedad en la antigüedad guatema lteca y que 

aun, en el presente, sigue aplicándose en algunas r egiones de la 

República de Guatemala. 

 

    1.1.- Etapa colonial. 

 

En la etapa colonial el pueblo español se regía por  un 

sistema centralizado, en el cual no existía la sepa ración de los 

poderes ejecutivo, legislativo y judicial y por lo tanto el poder 

soberano estaba centralizado en el Rey, quien delga da su función 

judicial en personas honorables, de buena notorieda d en la 

sociedad entre algunos requisitos. 4 Era aquella concedida por el 

monarca a un súbdito para el conocimiento y decisió n de cualquier 

litis y de cualquier materia. Esta facultad de nomb rar a los 

Jueces, era exclusiva del Rey. 

 

                                                 
3 Ibíd . Pág.72. 
 
4 Ibíd . Pág. 72. 
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El sistema legal implementado por la corona español a, 

posterior a la conquista, era el conjunto de normas  desordenadas 

para la regulación de las acciones que se considera ban contrarias 

a la moral para resguardar el orden y la buena conv ivencia como 

consecuencia de la unión de dos pueblos sumamente d iferentes, con 

relación a costumbres y formas de vida. En el tema del 

conocimiento, juzgamiento y aplicación de penas por  el pueblo 

natural guatemalteco, era eminentemente consuetudin ario, 

diferente del sistema legal ya existente en el pueb lo español, el 

cual contaba con un conjunto de normas escritas par a regular el 

actuar de las personas. 

 

 El sistema consuetudinario para el juzgamiento de las faltas 

y delitos cometidos por las personas naturales guat emaltecas no 

fue aprobado por los conquistadores españoles, debi endo crear un 

sistema que se ajustara a las necesidades, en ese e ntonces, para 

reglamentar el comportamiento y relación entre los pobladores, 

tanto colonizadores y por supuesto del pueblo conqu istado, 

creándose por mandato de la corona española, leyes por medio de 

cédulas reales, empero, fueron creadas en forma esp ecífica para 

cada región de las indias conquistadas.  

 

 Como indica el autor Carlos Enrique Estrada Arispe :  
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 “El primero, conjunto de cédulas reales fue encarg ada a Juan 

de Ovando, entonces presidente del Consejo de India s, quien lo 

presento en 1571 al Rey Felipe II, promulgándose de  manera 

parcial ya que por disposición del Rey, únicamente parte del 

Libro II tuvo fuerza de ley”. 

 

 “En el segundo intento de la recopilación es logra da a 

través de una serie de trabajos iniciados en 1596 y  que concluyen 

casi un siglo después en 1680. En ésta segunda reco pilación 

intervino inicialmente Diego de Encinas, quien fue quien dio 

inicio a esta serie de trabajos en 1596, su labor f ue continuada 

por Diego Zorrilla. En 1635 el trabajo es revisado y completado, 

a sugerencia del Consejo de Indias, por el Licencia do Antonio de 

León Pinelo, la censura y remisión de dicho trabajo  se encomendó 

al Doctor Juan de Solórzano Pereya y se promulga fi nalmente en 

1680 por disposición del Rey Carlos II”. 

 

 “En las indias se aplicaban las leyes que regían e n Castilla 

de manera supletoria. De ahí que deban mencionarse la dos más 

importantes que se acataron en los Reinos de las In dias: Las 

siete partidas y la nueva recopilación”. 

 

 “Las siete paridas originalmente fueron llamadas f uero de 

las leyes, pero a partir del siglo XIV se les dio e l nombre 
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definitivo, aunque no se sabe con exactitud cuando fue terminada 

esta obra, ni bien se estima que fue entre los años  1263 y 1265 

se sabe que fue iniciada en el año 1256, por encarg o del entonces 

Rey de Castilla Alfonso X, el sabio, y entro en vig or hacia 1348. 

Durante el reinado de Alfonso XI, debido a las dive rsas 

dificultades de la época. La obra se inspiro en las  leyes del 

Derecho Castellano Antiguo, consta de dos mil cuatr ocientos 

setenta y nueve leyes agrupadas en ciento ochenta y  dos títulos, 

contenidos en siete partidas distintas”. 

 

     “La partícula séptima abarcaba el derecho pena l y el 

procedimiento criminal. Mayorga Morales expone en s u tesis que 

este tratado se adelanto a su época y citando a Ram ón Revuelta, 

nos dice que esta inspirado principalmente en el de recho romano 

justiniano, a acepción de algunas disposiciones rel ativas a, los 

judíos, moros y herejes, las cuales siguen el decre to y las 

decrétales, y los títulos referentes a rieptos, lid es, 

desafriamientos, treguas y seguranzas, que proviene n de las 

costumbres y fueros españoles antiguos”.  

 

     Según Revuelta: esta partida mejor infinitamen te la 

jurisprudencia criminal de los cuadernos municipale s de Castilla, 

por su bello método y estilo, por la copiosa colecc ión y orden de 

sus leyes, por la regularidad de los procedimientos  judiciales, 
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curso de la acusación y juicio criminal, naturaleza  de las 

pruebas, clasificación de los delitos o la calidad de las penas. 

Mayorga Morales considera esa la razón por la que e l Código 

Alfonsino ha tenido vigencia por tanto tiempo y por  que de su 

gran influencia en las actuales disposiciones de nu estro 

derecho”.  

 

     “Por encargo de Carlos V, se hizo una nueva re copilación, 

que se conoció como la nueva recopilación. Este tra bajo, 

encomendado a una serie de juristas, en 1562 el Lic enciado 

Atienza lo termino y reviso, el documento fue remit ido al consejo 

de Castilla y el 14 de marzo de 1567 fue promulgado . Según se 

dispuso, todas aquellas leyes que no hubieran sido insertas 

quedaron sin vigor. La nueva recopilación estuvo vi gente desde 

1567 hasta 1805, año en que fue publicada la novísi ma 

recopilación. Las leyes estaban integradas en dosci entos catorce 

títulos”. 5 

 

     “En Guatemala el órgano encargado de administr ar justicia 

estaba a cargo, en primer lugar por las reales audi encias de las 

indias. También existía la audiencia y cancillería de Santiago de 

Guatemala a las cuales le correspondían conocer de asuntos 

penales, conformaban el tribunal de la real audienc ia en el área 

                                                 
5 Ibíd . Pág. 73 y 74. 
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penal. Los oidores, en cambio, lo hacían en el ámbi to civil. Los 

fiscales eran letrados encargados de la defensa de los intereses 

del fisco real, y de intervenir en los asuntos de i nterés 

público, como los penales, debido a que el delito e s un hecho 

antisocial”. 6  

 

 En algunas regiones guatemaltecas los Gobernadores , los 

Corregidores y los Alcaldes Mayores se encargaban d e la 

administración territorial y todo lo concerniente a  las regiones 

en las que se subdividían los territorios de las au diencias en 

los pueblos colonizados. Tantos Corregidores como A lcaldes 

mayores fungían como Jueces, los primeros eran nomb rados por las 

audiencias, mientras que los otros eran nombrados p or el Rey. A 

su vez, los Gobernadores eran nombrados por el Rey y poseían 

mayor jerarquía que los Corregidores y Alcaldes, pe ro estaban por 

debajo de la Real Audiencia. La competencia de esta s entidades 

comprendía conflictos de carácter civil o penal. 7 

 

Este conjunto de normas se caracterizaba por ser un  sistema 

inquisitivo en el cual el Juez que conociera infrac ción 

investigada, juzgaba y aplicaban apenas respectiva,  la que 

                                                 
6 Ibíd . Pág. 74. 
7 Ibíd . Pág. 75. 
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regularmente era una pena que recaía sobre patrimon io o consistía 

en aplicación de un castigo corporal. 8 

 

 Posteriormente al período colonial, hasta ahora se  han 

promulgado cinco Códigos Penales:  a) el primero, s e promulgo en 

el año 1834 durante el gobierno de el Doctor Marian o Gálvez, b) 

el segundo, se promulgó en el año 1877, durante el gobierno del 

General Justo Rufino Barrios, c) el tercero, se pro mulgo en el 

año 1889 durante el gobierno del General Manuel Lis andro 

Barillas, d) el cuarto, se promulgo en el año 1936,  durante el 

gobierno del General Jorge Ubico, y, e) el quinto, el decreto 17-

73 del Congreso de la Republica de Guatemala que ac tualmente 

contiene el conjunto de normas sustantivas penales,  entro en 

vigencia el día 1 de enero de 1974, durante el gobi erno del 

General Carlos Arana Osorio.  

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
8 Ibíd . Pág. 75 
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CAPÍTULO II 

 

2.- El proceso penal. 

 

    2.1.- Generalidades. 

 

Como preámbulo al desarrollo del tema del proceso p enal 

en Guatemala, debo identificar el sistema procesal que se 

aplica en el sistema jurídico penal en Guatemala, p ara el 

juzgamiento de faltas y delitos. 

 

 

    2.2. Sistemas procesales. 

 

     Como desarrolla el autor José Mynor Par Usen:  

 

     “Han sido formas de enjuiciamiento penal que a  lo largo 

de la historia se han venido desarrollando en disti ntas eras 

de la humanidad, conforme a teorías y métodos que s e ajustan 

cada vez más a una política criminal, moderna, cong ruente con 

la realidad jurídico social de todo el país. Entre estos 
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sistemas se encuentran: el sistema acusatorio, inqu isitivo y 

el sistema mixto…” 9 

 

Definición: el sistema procesal, es el método que a dopta 

el Estado para la aplicación del conjunto de normas  jurídicas 

que regulan la actividad jurisdiccional del Estado,  

estableciendo el procedimiento para el conocimiento  de un 

litigio de cualquier materia. 

 

En el derecho procesal penal, el sistema procesal 

permite la realización primordial del Estado, que e stablece 

la protección de los bienes jurídicos tutelados con tenidos en 

la norma sustantiva penal, la prevención del delito , el 

juzgamiento de las faltas y delitos, la persecución  penal de 

los autores y cómplices en la comisión de un hecho delictivo 

y la aplicación de la pena contenida la norma penal . 

 

 

    2.3. Característica del proceso penal. 

 

 Características del proceso penal:  

 

                                                 
9 Par Usen, José Mynor. El juicio oral en el proceso penal guatemalteco. Pág. 43. 
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     Instrumental, autónomo y de derecho público. 

 

• Instrumental: Porque es el medio de actuación del d erecho 

penal sustantivo, su fin es servir como medio para el 

desarrollo el derecho sustantivo penal. 

 

• Autónomo: debe contener autonomía, independencia y normas 

propias con relación a las normas de derecho penal 

sustantivo. 

 

• Derecho público: el Derecho Penal sustantivo forma parte del 

derecho público a cargo del Estado, el cual estable ce los 

límites y formas de la actividad jurisdiccional, en  virtud 

del ejercicio del acción punitiva, en delitos acció n 

pública.  

 

    2.4. Sistemas Penales. 

 

En el derecho penal existen dos tipos de sistemas 

penales: el sistema inquisitivo y el sistema acusat orio. 
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         2.4.1. Sistema Inquisitivo. 

 

     “El sistema inquisitivo para castigar delitos,  como su 

nombre lo indica, está asociado a los procedimiento s utilizados 

por los Tribunales Eclesiásticos en la Edad Media ( la 

inquisición que oficialmente suprimida en España en  1834 y por 

tanto tuvo profunda incidencia en América Latina). Caracterizado 

por el secreto de la información judiciaria y porqu e el juez es, 

además, investigador, este sistema, automatizado, d a prevalencia 

a la persecución y sanción de los delitos sobre los  derechos de 

los procesados, campo propicio para la arbitrarieda d y la 

discrecionalidad”. 10 

 

     El sistema inquisitivo contiene las siguientes  

características: 

 

• Generalmente y durante la persecución penal por la comisión 

de una falta o delito, se emite la medida de coerci ón en 

contra del sindicato.  

 

• Los derechos y garantías procesales inherentes a la  persona 

dentro del proceso penal, eran insignificantes dura nte el 

transcurso de juicio. 

                                                 
10 Barrientos Pellicer, Cesar Ricardo. Curso básico sobre derecho procesal penal. Pág. 316. 
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• La persecución penal resulta una acción de oficio, en donde 

el Juez se constituye como ente acusador en nombre del 

Estado, recaba los medios de convicción y que const ituirán 

los medios de prueba que se valoraron al momento de  emitir 

sentencia. Este último acto, también recae en la pe rsona del 

Juez. 

 

• Obtención de medios de prueba por medios anómalos. 

 

• El procedimiento se caracteriza por ser eminentemen te 

escrito. 

 

• Inexistencia total de la contradicción entre el ent e 

acusador y el defensor. 

 

 

         2.4.2. Sistema acusatorio. 

 

     “El nuevo Código Procesal Penal recepciona a G uatemala el 

proceso acusatorio, que responde a concepciones pol íticas 

democráticas en las cuales se encuentra mayor recon ocimiento, 

protección y tutela de las garantías individuales. Este 

sistema se caracteriza por la separación de las fun ciones de 
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investigar y juzgar, con lo que el órgano jurisdicc ional no 

está vinculado a las pretensiones concretas de la p arte actora 

o de la sociedad representada por el Ministerio Púb lico, todo 

lo cual coloca al imputado en condiciones de iguald ad de 

derechos con la parte acusadora. Este procedimiento  está 

denominado por las reglas de la publicidad y oralid ad de las 

actuaciones judiciales y de concentración e inmedia ción de la 

prueba”. 11 

 

     En el sistema acusatorio se contemplan las sig uientes 

características:  

 

• La oralidad predomina en las diferentes fases del 

proceso. 

 

• Independencia total de las partes que intervienen d entro 

del proceso penal. 

 

• Eminentemente contradictorio. 

 

• Publicidad de todos los actos procesales para las p artes 

que intervienen en el juicio. 

 

                                                 
11 Ibíd . Pág. 37. 
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• Observancia de los derechos humanos, procesales y 

garantías constitucionales para las partes procesal es. 

 

• El Juez contralor únicamente valoraron medios de 

convicción para determinar la participación y la 

culpabilidad del sindicato, no persigue penalmente,  no 

acusa sino que únicamente juzga. 

 

• En nuestro actual sistema procesal penal, la escrit ura es 

únicamente para determinados actos jurídicos, el au to de 

procesamiento, el auto de medida de coerción, auto de 

medida sustitutiva y otras que tengan relevancia al guna 

dentro del proceso penal. 

 

 

    2.5. Fines del proceso penal. 

 

     “La finalidad del proceso penal es lograr la r ealización 

del valor justicia a través de la búsqueda de la ve rdad 

formal e histórica del hecho y como consecuencia la  

aplicación de la ley penal, cuyos fines son su obje tivo”. 12 

  

                                                 
12 Par. Ob. Cit. Pág. 145. 
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     Uno de los fines generales del proceso penal c oincide 

con los del derecho penal, en cuanto tiende crear n ormas de 

derecho público que desarrollan los mecanismos de 

investigación del ilícito penal y la aplicación de la ley 

penal sustantiva en el caso concreto. 

 

 

    2.6. El sistema procesal penal guatemalteco. 

 

“La implementación del sistema acusatorio enfrenta en 

Guatemala el pasado político, tema de un siglo de 

autoritarismo civil o militar, interrumpido por bre ves 

períodos democráticos. El cambio corresponde al ret o nacional 

de estabilización y perfeccionamiento de un Estado 

democrático republicano”. 13 

 

“Los requerimientos de modernización del proceso pe nal 

implican el traslado de la investigación aún órgano  distinto, 

al judicial, para que se especialice y pueda desarr ollar una 

pesquisa técnica. El órgano auxiliar de la justicia  ad hoc en 

Guatemala para desarrollar esta función es el Minis terio 

Público, quien, como representante del Estado, ejer cen la 

acción penal, misma que para ser fundada requiere d e la 

                                                 
13 Barrientos. Ob. Cit. Pág. 316. 
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realización de una investigación, actividad que par a ser 

controlada judicialmente queda integrada al proceso  penal 

como una fase preliminar”. 14 

 

El sistema procesal penal guatemalteco, es un siste ma 

acusatorio, en el cual el ejercicio de la acción pe nal 

pública le corresponde al Ministerio Público en 

representación del Estado de Guatemala. Existe la f igura del 

Juez contralor de la investigación en la etapa prep aratoria e 

intermedia del proceso penal y posteriormente el co nocimiento 

y valoración de las pruebas por parte del Tribunal de 

Sentencia, el cual determinará la participación y l a pena que 

se debe imponer por la comisión de un ilícito penal , 

construyéndose como un ente de carácter pasivo en l a 

investigación, siendo un árbitro entre las partes p rocesales.  

 

Si bien el Código Procesal Penal reconoce 

explícitamente, en algunos casos, facultades inquis itivas al 

tribunal, por ejemplo, la facultad de ordenar la re alización 

de una investigación suplementaria de oficio durant e la 

preparación del debate, las pautas estructurales de  todo el 

procedimiento están determinadas por el principio a cusatorio, 

                                                 
14 Ibíd. Pág. 316. 
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que limita las funciones del tribunal a tareas estr ictamente 

decisorias. 15 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
15 CREA/AID. Recopilación temática del programa de seminarios permanentes de procedimiento penal y 
práctica profesional.  Pág. 35. 
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CAPÍTULO III 

 

3. Principios, derechos y garantías que conforman e l proceso 

penal. 

 

     Antes de comenzar a desarrollar cada uno de lo s principios 

que conforman el proceso penal, debo iniciar delimi tando la 

definición de los conceptos de principios y garanti as, por la 

constante confución que existe en nuestro medio al asumir que 

desarrollan la misma institución, empero, debo resa ltar la 

diferencia existente entre ambas instituciones. 

 

 

    3.1. Principios. 

 

Los principios procesales representan el desarrollo  

sistemático de las garantías constitucionales en el  todo proceso, 

así también, en el proceso penal. Los constituciona listas han 

distinguido entre declaraciones, derechos y garantí as.  

 

Los derechos representan el reconocimiento de los 

condiciones esenciales que poseen las personas inte grantes de la 

sociedad.  
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Las garantías representan las convicciones que se o torgan 

para el goce efectivo de los derechos inherentes a la persona.  

 

“La Constitución Política de la República de Guatem ala, como 

ley suprema, también fundamenta los postulados cons titucionales 

de respetar los derechos humanos, señalan los derec hos 

individuales y sociales, determina las garantías co nstitucionales 

y la defensa del orden constitucional. Como tal, de be ser 

observada de respetar por la población general, es decir por 

gobernantes y gobernados, porque representa la fiel  y libre 

voluntad soberana del pueblo de Guatemala”. 

 

“Estas garantías persiguen esencialmente la protecc ión 

constitucional de los ciudadanos en general, como m edio jurídico 

que asegura respecto a sus elementales derechos, an te el 

ejercicio del poder del Estado”. 

 

“La libertaria convivencia social sólo puede asegur arse 

mediante un sistema de garantías constitucionales q ue aseguren, 

en todas las etapas del proceso penal, el derecho d el debido 

proceso, en la defensa del imputado, incluyendo tod os los 

derechos y garantías procesales, limitando de esa f orma las 

potestades estatales de investigación y represión d e los delitos, 

estos medios de proceso jurídico, se encuentran pla smados 
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definitivamente en la Constitución Política de la R epública de 

Guatemala”. 

 

“Frecuentemente se acostumbra, tanto de medio foren se, la 

propia doctrina, manejar indistintamente como sinón imos los 

conceptos jurídicos de: derechos, garantías y princ ipios. En 

opinión del autor esto es erróneo, ya que si bien, dentro del 

ambiente jurídico, son conocidos como términos proc esales 

cercanos, esto no implica desde ningún punto de vis ta, que tengan 

igual significado. Pues, por un lado, los derechos a las 

facultades de hacer coexistir todo aquello que la a utoridad (ley) 

establece en nuestro favor, en tanto que las garant ías son cosas 

que nos asegura y protegen contra algún riesgo o ne cesidad, es 

decir, forma medios jurídicos de protección”. 16  

 

Por último, los principios jurídicamente hablando, según 

Podetti:  

 

“Resalta el carácter de directrices o líneas matric es dentro 

de las cuales sean de desarrollar las instituciones  del 

proceso”. 17 

 

                                                 
16 Diccionario de la lengua española. Océano. Citado por, Par Usen, Mynor José. El juicio oral en el proceso penal 
guatemalteco. Pág. 80. 
17 Chicas Hernández, Raúl. Apuntes de derecho procesal del trabajo. Citado por, Par Usen, Mynor José, El juicio 
oral en el proceso penal guatemalteco. Pág. 80. 
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“Por lo tanto, los principios son diferentes a los derechos 

y garantías jurídicamente hablando, sin embargo, lo  que si existe 

entre los tres términos, es una familiaridad, por c uanto todos 

son conceptos procesales. Su diferencia se puede es tablecer por 

medio de la siguiente relación, con el derecho se t iene la 

facultad de exigir la justicia, en virtud de un der echo 

establecido en la ley, con las garantías se queda p rotegido en el 

sentido que los derechos establecidos en favor de t odo ciudadano, 

se respetan dentro de toda la relación jurídica pro cesal y los 

principios, el Juez tiene pautas, líneas o directri ces legalmente 

establecidas que se deben conservar y que orientan la sustancia 

del proceso penal. Pues bien, entonces, se puede de cir que las 

garantías, es un concepto constitucional genérico, los derechos, 

es un términos más concreto, en tanto que los princ ipios, son 

como la brújula que orientan al Juez y las partes e n la relación 

jurídica procesal”. 18 

 

“Las garantías, pues, son medios técnico jurídicos,  

orientados a protegen las disposiciones constitucio nales cuando 

éstas son infringidas, reiterando el orden jurídico  violado”. 19 

 

                                                 
18 Par. Ob. Cit. Pág. 79. 
19 García Laguardia, Jorge Mario. La defensa de la Constitución. Pág. 24. 
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Ostento que los principios son: los fundamentos o 

máximas que rigen el comportamiento de las personas  en la 

sociedad. 

 

 Por lo general, los derechos son elevados al rango  

constitucional para darles mayor jerarquía, es por ello que 

en la Constitución Política de la República de Guat emala 

encontramos los fundamentos rectores del estado de derecho y 

de la tutela de los derechos de los ciudadanos. 

 

Según Luigui Ferrajoli, con relación a los derechos  

fundamentales enuncia:  

 

“Debemos adoptar una definición que se ajuste a 

cualquier sistema político y ordenamiento jurídico” . 20  

 

El autor brinda una definición que él llama formal,  los 

define como todos aquellos derechos subjetivos que 

corresponden universalmente a todos los seres human os en 

cuanto dotados de status de personas, ciudadanos o personas 

con capacidad de obrar, entendiendo por derecho sub jetivo 

cualquier expectativa positiva, de prestaciones, o negativa, 

de no sufrir lesiones, adscrita a un sujeto por una  norma 

                                                 
20 Ferrajoli, Luigi. Derechos y garantías. Pág. 37. 
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jurídica. Y por “status” la condición de un sujeto,  prevista 

asimismo por una norma jurídica positiva, como pres upuesto de 

su idoneidad para ser titular de situaciones jurídi cas y / o 

autor de los actos que son ejercicio de estas. 

 

Es importante destacar que se trata de derechos de carácter 

universal que se tienen por el solo hecho de ser pe rsona. A estos 

derechos también se les conoce como derechos humano s, ya que 

reconocen sin discriminación, los derechos y libert ades que  

aseguran la vida de los individuos, la libertad y l a dignidad de 

la persona humana, pero el mismo Ferrajoli nos dice  que:   

 

“Esa es solo una clase de derechos fundamentales, p or cuanto 

además se incluyen los derechos públicos que son lo  reconocidos 

solo a los ciudadanos, como el derecho de residenci a, de 

asistencia social, los derechos civiles que son los  derechos 

secundarios, adscritos a todas las personas que tie nen capacidad 

de obrar, como la libertad contractual, la libertad  de empresa y 

los derechos políticos, que son derechos secundario s, reservados 

solo a los ciudadanos que tienen capacidad de obrar , como el 

derecho de voto, el derecho de acceder a cargos púb licos”. 21  

 

                                                 
21 Ibíd. Pág. 37. 

26 



 

En Guatemala, los Derechos Humanos se encuentran 

principalmente en los Tratados Internacionales Sobr e Derechos 

Humanos, siendo la legislación ordinaria la que des arrolla su 

contenido. 

 

La Constitución Política de la República de Guatema la 

reconoce en el Artículo 46, que los tratados suscri tos por 

Guatemala en materia de Derechos Humanos tienen pre eminencia 

sobre el derecho interno. 

 

De tal manera que los Tratados Internacionales Sobr e 

Derechos Humanos son aplicables en el derecho penal  guatemalteco. 

 

En Guatemala, el Juez al resolver debe apoyarse en los 

tratados ratificados por Guatemala en materia de de rechos 

humanos, y en caso de existir contradicción entre u na ley 

ordinaria  y un tratado, debe prevalecer éste últim o. 

 

 

    3.2. Las garantías 

 

Las garantías son derechos fundamentales de cumplim iento 

obligatorio y que se encuentran en la legislación p ara 

salvaguardar el bienestar social. 
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La mayoría de garantías se encuentran en la ley sup rema, 

Constitución Política de la República de Guatemala,  además, se 

integran por medio de la ratificación de Tratados I nternacionales 

Sobre Derechos Humanos, elevándolas a la categoría de normas 

obligatorias para su aplicación para los Estados qu e ratifican la 

aplicación de dichas normas. 

 

 

    3.3. Garantías fundamentales del hombre.  

 

 Dentro del presente capitulo, me centraré específi camente 

con las garantías fundamentales relacionadas con el  derecho 

procesal penal guatemalteco. 

 

 

         3.3.1. Garantía o derecho a la vida. 

 

Este es el principal derecho de todo individuo, de este 

derecho se derivan todos los demás derechos de los individuos que 

pertenecen a la sociedad humana, por tal razón, nun ca podrá ser 

afectado por un estado de excepción o someterse a r estricciones 

de cualquier clase. 

 

     El reconocimiento de esta garantía se encuentr a en: 
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• Artículo 3 de la Constitución Política de la Repúbl ica de 

Guatemala. 

 

• Artículo 4 de la Convención Americana Sobre Derecho s 

Humanos. 

 

• Artículo 1 de La Declaración Americana de Derechos y 

Deberes del Hombre. 

 

• Título 3 de La Declaración Universal de Derechos Hu manos. 

 

     En estas disposiciones se establece el respeto  a la vida 

como algo inseparable al ser humano con la obligaci ón del Estado 

de resguardarla y tutelarla. Tanto en la Convención  Americana 

como en el Pacto Internacional Sobre Derechos Human os se admite 

la posibilidad de la pena de muerte, al advertir qu e nadie será 

privado arbitrariamente de la vida, aunque en ambos  instrumentos 

internacionales se regula expresamente las limitaci ones para 

aplicar este tipo de pena e incluso se promueve su eliminación en 

el Artículo 4, al exponer: 

 

“No se restablecerá la pena de muerte en los Estado s que la 

han abolido”. 
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Asimismo, se establece en el Artículo 6 del mismo c uerpo 

legal: 

 

“Ninguna disposición de este Artículo podrá ser inv ocada por 

un Estado parte en el presente Pacto para demorar o  impedir la 

abolición de la pena capital”. 

 

“La Constitución Política de la República de Guatem ala, le 

da absoluta prioridad a este derecho al resaltar su  carácter 

inviolable, y es precisamente de aquí donde se deri va en sentido 

positivo que el Estado tiene el deber de preservar y mejorar 

todas aquellas condiciones de orden económico, soci al y ecológico 

relacionadas con el disfrute de una digna calidad d e vida para 

todos”. 22 

 

En este sentido, la Declaración Americana Sobre Der echos 

Humanos en su Artículo 11 regula el derecho de toda  persona a que 

su salud sea preservada. 

 

Así también, inmerso en este derecho constitucional  se 

integra, además, la prohibición de la tortura físic a, moral y 

mental, las limitaciones a los fines de las penas y  la protección 

                                                 
22 Malo Garizabal, M. Estudios sobre derechos fundamentales. Pág. 31. 
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a los privativos de libertad, en este sentido el Ar tículo 5 de la 

Convención Americana Sobre Derechos Humanos indica:  

 

• Toda persona tiene derecho a que se respete su inte gridad 

física, psíquica y moral. 

 

• Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tra tos 

crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona priv ada de 

libertad será tratada con el respeto debido a la di gnidad 

inherente al ser humano. 

 

• La pena no puede trascender de la persona del 

delincuente... 

 

• Las penas privativas de la libertad tendrán como 

finalidad esencial la reforma y la readaptación soc ial de 

los condenados. 

 

 

         3.3.2. La tortura, tratos crueles o degrad antes. 

 

Con relación a la definición de tortura se entiende  

como: 
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“Todo acto por el cual se infrinja intencionalmente  a una 

persona dolores o sufrimientos graves, ya sea físic os o mentales, 

con el fin de obtener de ella o de un tercero infor mación o una 

confesión, de castigarla por un acto que haya comet ido, o se 

sospeche que haya cometido, o de intimidar o coacci onar a esa 

persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo 

de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimie ntos sean 

infligidos por un funcionario público u otra person a en el 

ejercicio de funciones públicas, a instigación suya  o con su 

consentimiento o aquiescencia”. 23 

 

 “Por violencia no se deben tener siempre los casos  atroces, 

que lo largo de historia antigua y cercana a lo ocu rrido (golpes, 

paso de corriente eléctrica y otras tantas aberraci ones 

desarrolladas por el ingenio pervertido de algunos hombres). Por 

violencia se deben tener todo mecanismo que tiende a la anulación 

de la voluntad de la persona, sea mediante la aplic ación de 

violencia corporal, violencia psicológica o mediant e la 

adecuación de medios químicos o hipnóticos que prod ucen una 

anulación psíquica de la voluntad”. 

 

                                                 
23 Muñóz Quesada, Hugo Alfonso.  La declaración universal de los derechos humanos, comentarios y texto. 
Pág. 44. 
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 “Por otra parte, no importa, la celebración de la tortura, 

la clase de información que se pretenda tener con e lla. Toda 

información que sostenga mediante tortura es una in formación 

inválida para proceso penal, sea que se refiera al propio 

imputado, o que se refiera a otra persona o aún a o tro asunto o 

circunstancia. El solo hecho de obtener informacion es de por 

medios atroces, resulta, suficiente para anular tal  

información”. 24 

 

De modo que el derecho a la integridad física y men tal  no 

se debe limitar a una afectación que se pueda const atar sólo 

materialmente, sino que implica moral y mentalmente . 

 

 

         3.3.3. Garantía o derecho a la libertad. 

 

“Toda persona, sólo puede desenvolverse plenamente como 

ser cultural en la medida en que sea libre. La libe rtad, por 

lo tanto, es la esencia del ser humano o como dice Sartre:  

 

“El hombre es libertad, porque, en última instancia  el 

ser humano es lo que se hace”. 25 

                                                 
24 Binder, Alberto M. Introducción al derecho procesal penal. Pág. 191 
25 Hernández Valle, R.  Declaración universal de derechos humanos. Pág.35. 
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Este derecho tiene un amplio campo de manifestacion es, y 

no únicamente con relación a la libertad del sindic ado dentro 

del proceso penal, sino también a libertad personal , de 

religión o culto y a la libertad de pensamiento, in clusive. 

 

En los tratados internacionales, específicamente en  la 

Convención Americana Sobre Derechos Humanos, se des arrolla 

esta garantía en los siguientes Artículos: 

 

• Artículo 6, prohibición de la esclavitud y 

servidumbre. 

 

• Artículo 7, derecho a la libertad Personal. 

 

• Artículo 12, libertad de Conciencia  y de Religión.  

 

• Artículo 13, libertad de Pensamiento y de Expresión . 

 

En la Declaración Americana de los Derechos y Deber es 

del Hombre, se desarrolla esta garantía en los sigu ientes 

Artículos: 

 

• Artículo 1, derecho a la vida y a la libertad. 

34 



 

• Artículo 3,  derecho a la libertad religiosa y de 

culto. 

 

• Artículo 4, derecho a la libertad de investigación,  

opinión, expresión y difusión. 

 

En la Declaración Universal Sobre Derechos Humanos,  se 

desarrolla esta garantía en los siguientes Artículo s: 

 

• Artículo 3, derecho a la libertad y seguridad de la  

persona. 

 

• Artículo 9,  prohibición de detención arbitraria. 

 

• Artículo 13, derecho de libre tránsito. 

 

• Artículo 18, derecho a libertad de pensamiento, 

conciencia y religión. 

 

Esta garantía, se encuentra como una protección 

determinante como límite al poder estatal y compren de la 

posibilidad de no ser detenido o privado de la libe rtad sin 

una causa justa y legal. 
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Dentro del proceso penal, esta garantía se viola al  

momento de detectarse una medida de coerción person al sobre 

un individuo que se le sindica de la comisión de un  ilícito 

penal cuando: 

 

• No se comunica de las razones de la detención. 

 

• Se impide la asistencia de un Abogado defensor. 

 

 

         3.3.4. Derecho o garantía de igualdad. 

 

La Constitución Política de la República de Guatema la y 

algunas normas internacionales de derechos humanos 

desarrollan el reconocimiento del derecho a la igua ldad.  

 

En materia procesal, esta garantía constitucional e nmarca 

esencialmente el derecho de otorgar las mismas gara ntías y 

facultades para las partes procesales, como se regu la en los 

Artículos 16 y 21 del Código Procesal Penal. Debe i mperar en todo 

proceso penal el tener idénticas oportunidades de a ctuación y que 

determinará el fallo del Juez al momento de dictar sentencia. La 

igualdad de las partes procesales se entiende como la posibilidad 
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que otorga la ley de hacer valer cada uno de los de rechos en 

igualdad de condiciones y oportunidades durante el proceso penal.  

 

Disposiciones internacionales que contemplan este 

derecho: 

 

• Artículo 1 y 24 de la Convención Americana Sobre 

Derechos Humanos. 

 

Todos los seres humanos, de acuerdo al Artículo 4 d e la 

Constitución Política de la República de Guatemala,  son libres e 

iguales en dignidad y derechos.  Cuando una persona  es sometida 

en proceso, gozará de todas las garantías y derecho s que la misma 

Constitución y las leyes establecen con el simple h echo de 

encontrarse sometido a proceso. En este caso, el Ju ez es el 

encargado de garantizar que el sindicado goce de lo s derechos 

fundamentales que regulan la constitución y la ley sin atender a 

circunstancias de condición, raza, sexo, clase soci al, nivel 

intelectual y credo político.  Debe tenerse en cuen ta que el 

Ministerio Público y el sindicado deben contar con la misma 

posibilidad de ejercitar sus derechos procesales. 

 

 

    3.4. Garantías procesales. 
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 A continuación desarrollaré las garantías procesal es que 

protegen al individuo dentro del Proceso Penal guat emalteco. 

 

 

         3.4.1. Garantía de legalidad. 

 

Esta garantía constituye el limite del ius puniendi  del 

Estado, y que impone que nadie puede ser procesado ni perseguido 

penalmente sino únicamente por la comisión de un de lito o falta 

contenidos previamente en la ley, el aforismo nullu m crimen 

nullum poena sine lege, que significa no hay delito  ni pena sin 

ley anterior. Constituye una garantía a los derecho  individuales 

de las personas, que restringe los posibles abusos o 

arbitrariedades en que pueda incurrir el Estado al momento del 

inicio de la persecución penal, de la tipificación de las 

acciones o hechos que puedan interpretarse como típ icos y 

antijurídicos, en aplicación de las penas contenida s en el 

derecho sustantivo penal. Concluyo manifestando que , únicamente 

podrá perseguirse penalmente a una persona por la c omisión de un 

delito o falta, que con anterioridad a la acción se a constitutiva 

del mismo. 

 

Se constituye en una garantía de los derechos indiv iduales 

del hombre, delimitando la actividad punitiva del E stado y 
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protegiendo a la ciudadanía de los posibles abusos y 

arbitrariedades del poder judicial. 26 

 

Desde esta perspectiva jurídica, la garantía de leg alidad, 

conocido también como principio de legalidad, const ituye un freno 

contra la omnipotencia y la arbitrariedad del Estad o y de los 

Jueces. Es, además, una manifestación de respeto al  derecho de 

defensa. 27 

 

Del principio de legalidad se derivan una serie de 

consecuencias que se individualizan a continuación:  

 

• La ley, es la única fuente creadora de delitos y pe nas. 

 

• En cuanto a las leyes penales en blanco, es decir, que 

contienen una descripción incompleta, pueden ser 

integradas recurriendo a una norma de rango superio r. 

 

• Prohibición de analogía en materia penal. 

 

• Irretroactividad de la ley penal y retroactividad 

favorable a reo. 

                                                 
26 de León Velasco, Héctor Aníbal y compañeros. Curso de derecho penal guatemalteco. Pág. 159. 
27 Par. Ob. Cit. Pág. 80. 
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 El principio de legalidad se determina, además, po r los 

aforismos siguientes:   

 

• Nullum crimen, nullum poena, sine lege previa, scri pta, 

stricta et certa: No hay delito ni pena, sin ley pr evia 

escrita, estricta y clara. Ninguna conducta por rep rochable 

que sea y por mucho que lesione, puede considerarse  como 

delito si la ley no lo describe y tipifica expresam ente como 

tal. 

 

• Legalidad del delito: Nullum crimen sine lege. Ning una 

conducta por reprochable que sea y por mucho que le sione, 

puede considerarse como delito si la ley no lo desc ribe y 

tipifica expresamente como tal. 

 

• Legalidad de la pena: Nulla poena sine lege. No se puede 

imponer una pena distinta a la señalada previamente  en la 

ley. 

 

• Legalidad de la jurisdicción: Nemo damnetur per leg ale 

iudicium. Nadie puede ser juzgado sino por funciona rio 

judicial competente y previamente establecido, obse rvando 

las formalidades propias del juicio. 
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• Legalidad de la ejecución de la pena: La ley debe d efinir 

previamente la forma en que deben cumplirse las sen tencias 

que se encuentran ejecutoriadas. No puede ejecutars e pena 

alguna sino en la forma prevista por la ley. 

 

 

         3.4.2. Garantía o derecho de defensa. 

 

Este principio, y derecho intangible que tiene todo  

ciudadano a defenderse de los cargos que se realice n en el curso 

de un proceso penal 

 

La inviolabilidad del derecho de defensa es la gara ntía 

fundamental con la que cuenta el ciudadano, porque es el único 

que permite que las demás garantías tengan una vige ncia y 

concreten en el proceso penal. 28 

 

Cualquier persona, por el solo hecho de que se le i mputa la 

comisión de un hecho punible, esta asistida por el derecho de 

defensa en toda su plenitud. 

 

Por lo tanto, el derecho de defensa debe ser ejerci do desde 

el primer acto del procedimiento en sentido estrict o, es decir, 

                                                 
28 Binder. Ob. Cit. Pág. 151. 
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desde el mismo momento en que la imputación existe,  por vaga e 

informal que ésta sea. 29 

 

El derecho de defensa en el proceso penal, constitu ye no 

sólo la defensa realizada por el Abogado Defensor, defensa 

técnica, sino también, la defensa realizada por el propio 

sindicado, defensa material. 

 

En virtud de lo anterior, la Constitución Política de la 

República de Guatemala, contempla la defensa del si ndicado como 

un acto que puede ser ejercido por sí mismo, defens a material, y 

reforzando el derecho de defensa con la obligatorie dad de la 

asistencia de un Abogado Defensor pueda acrecentar las 

posibilidades de una efectiva defensa. 

 

Dentro del proceso penal guatemalteco, el derecho d e defensa 

se desarrolla por un Abogado de confianza del sindi cado o en 

ocasiones deben ser auxiliados por Abogados de la D efensa Pública 

Penal.  

 

Este derecho o garantía Constitucional de defensa e sta 

contenida en el Artículo 12 de la Constitución Polí tica de la 

                                                 
29 Ibíd. Pág. 152.  
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República de Guatemala, 8 numeral 2 inciso d de la Convención 

Americana Sobre Derechos Humanos, 20 del Código Pro cesal Penal. 

 

 

         3.4.3. Garantía o derecho a un defensor le trado. 

 

El principio acusatorio del sistema procesal guatem alteco, 

exige que en todo acto procesal, que el imputado se  encuentre en 

el mismo nivel de cultura jurídica necesaria para i luminar el 

camino del Juzgador, en otro orden de ideas, que se a posible la 

existencia de contradicción previa al pronunciamien to que se 

realice, por lo menos presumiblemente, con armas de  igual 

eficacia. 30 

 

En este orden de ideas, afirmo la obligatoriedad de  la 

defensa técnica en el procedimiento penal, como un modo de 

equiparar la capacidad del imputado de resistir la imputación. 

 

“De ahí que el defensa es un custodio respecto del imputado, 

ya que es quien tiene que velar para que todo el co njunto de las 

                                                 
30 Balseéis Tojo, Edgar Alfredo. Principios constitucionales del debido proceso. Citado por el autor Par Usen, José 
Mynor, el juicio oral en el proceso penal guatemalteco. Pág. 85. 
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garantías previstas en favor de las personas se cum pla 

efectivamente dentro del proceso penal”. 31 

 

Esta garantía constitucional de derecho a un defens or 

letrado esta contenida en el Artículo 8 de la Const itución 

Política de la República de Guatemala, que regula:  

 

Todo detenido deberá se informado inmediatamente de  sus 

derechos en forma que le sean comprensibles, especi almente que 

pueda proveerse de un defensor… 

 

 

         3.4.4. Garantía de ser tratado como inocen te. 

 

Es una garantía procesal a favor del sindicado y qu e 

simplemente deja sin lugar a dudas el estado de ino cencia en el 

cual se debe encuadrar a toda persona, y que debe r espetarse 

durante el proceso penal por cuanto constituye un a tributo 

inherente a la persona humana, no obstante, constit uye una carga 

procesal para el órgano acusador el demostrar la pa rticipación 

del sindicado en el hecho delictivo, para que en se ntencia sea 

condenado por el hecho que se le imputa y que const ituye un 

                                                 
31 Binder, Alberto M. Justicia penal y el Estado de derecho. Pág. 146. Citado por, Par Usen, José Mynor, el juicio 
oral en el proceso penal guatemalteco. Pág. 87. 
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ilícito penal, y hasta en ese momento pueda ser con siderado 

culpable de la comisión de un delito. Por lo tanto,  la garantía 

contenida en el Artículo 14 de la Constitución Polí tica de la 

República de Guatemala es clara al indicar que toda  persona es 

inocente hasta que no sea demostrado lo contrario…  Entonces, 

durante el proceso penal, el sindicado nunca deberá  demostrar su 

inocencia ya que la Constitución Política de la Rep ública de 

Guatemala le otorga esa garantía de ser inocente ha sta que sea 

declarado culpable en sentencia. Consecuentemente, por imperio de 

la norma constitucional anteriormente citada, cabe resaltar que 

toda persona es inocente, y así debe ser tratada ha sta que no se 

declare en una sentencia judicial lo contrario. 

 

“Se ha dicho que este principio implica un status d e 

inocencia, una presunción de inocencia, o un derech o a ser 

tratado como inocente. Creo que, en definitiva, tod as estas 

posturas son perfectamente conciliables y no difier en en sus 

efectos prácticos”. 32 

 

“El conjunto de principios que señalamos precedente mente 

conforman la situación o status básico de un ciudad ano sometido 

proceso. El llegar al proceso común, que status deb e ser 

                                                 
32 Binder. Ob. Cit. Pág. 119 y 120. 
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destruido sin que ello resida la construcción de la  

culpabilidad”. 33 

 

La doctrina con relación a este tema establece dos resultados 

sobre la presunción de inocencia, resulta fundament al en todo 

proceso penal:  

 

• La carga de la prueba corresponde al acusador. 

 

• La exigencia de prueba suficiente y legítima para p oder  

condenar al sindicado, lo cual se controla a través  de 

la obligación de fundamentar los fallos que tiene e l 

Juez. 

 

En Guatemala, este criterio está ampliamente acogid o como 

principio, sin embargo también podría analizarse la  detención o de 

la prisión preventiva dentro del proceso penal como  medida 

restrictiva de la libertad, que no desnaturaliza es ta garantía en 

virtud de justificar cuando existen elementos proba torios 

suficientes para considerar al imputado como posibl e autor del 

hecho delictivo por existir peligro de fuga, obstac ulización de la 

investigación en su contra, o por disposición de la  norma 

sustantiva que se somete a prisión a un individuo p ara asegurar la 

                                                 
33 Ibíd. Pág. 122. 
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actuación de la ley, sin que esta medida de coerció n implique la 

inobservancia de la garantía constitucional de la p resunción de 

inocencia.   

 

 

         3.4.5. Garantía a un debido proceso. 

 

El debido proceso es la garantía constitucional de aplicar 

la jurisdicción por parte del Estado al caso concre to, asegurando 

la observancia de las garantías y derechos que le o torga la ley a 

las partes procesales. Esta garantía contempla que nadie puede 

ser detenido, ni condenado sin antes haber sido cit ado, tenido la 

oportunidad de ser escuchado y haber presentado tod os los medios 

legales de defensa, debiéndose haber respetado y ob servado las 

garantías, derechos y procedimientos para el juzgam iento de los 

ilícitos penales. También, lo establece el Artículo  16 de la Ley 

del Organismo Judicial. 

 

“El debido proceso es uno de los derechos más sagra dos que 

toda persona posee. Puesto que asegura y garantiza la dignidad y 

la libertad de todo ciudadano, ante la potestad pun itiva del 
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Estado, que se traduce en el ejercicio de la persec ución 

penal”. 34 

 

“La primera de las garantías del proceso penal la q ue se 

conoce como juicio previo (debido proceso), no se p uede aplicar 

el poder penal del Estado si antes no se ha hecho u n juicio, es 

decir, si el imputado no ha tenido oportunidad de d efenderse, 

sino se le ha dotado de un defensor, sino se le ha reconocido 

como inocente en tanto su presunta culpabilidad no haya sido 

demostrada y se le haya declarado culpable”. 35 

 

 

         3.4.6. Garantía de Juez natural. 

 

Esta garantía desarrolla el derecho de ser juzgado ante un 

Juez que con anterioridad haya sido investido de ju risdicción y 

competencia, sin observancia de esta disposición im plica la 

nulidad de pleno derecho, el juzgamiento de un deli to, la 

sustanciación o el conocimiento de la comisión de u n delito o 

falta, este siempre deberá realizarse ante un Juez o tribunal 

competente y preestablecido por la ley. 

 

                                                 
34 Ibíd. Pág. 81. 
35 Ibíd. Pág. 81. 
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Significa, también, la prohibición de crear tribuna les 

especiales para el juzgamiento del caso concreto.   

 

Lo que esta garantía procura proteger en materia pe nal, es 

que el juzgamiento de los ilícitos penales sea mate ria exclusiva 

del Organismo Judicial por medio de tribunales pree stablecidos por 

la ley, con jurisdicción y competencia evitando el funcionamiento 

de tribunales especialmente constituidos para juzga r un hecho ya 

producido. 

 

Según Perfecto Andrés Ibáñez en su análisis sobre e ste tema: 

 

 “Debo mencionar que tradicionalmente se entendía c omo Juez 

independiente al Juez sin vínculos políticos y neut ral a cualquier 

corriente política, sin embargo, el modelo ha ido v ariando”.  36   

 

Esta garantía la encontramos desarrollada en el Art ículo 12 

de la Constitución Política de la República de Guat emala. Con 

respecto a la sentencia dictada por tribunales comu nitarios que 

tienen pleno valor, pues una vez juzgado por un tri bunal 

comunitario no puede ser juzgado por otro Tribunal conforme 

párrafo cuarto del Artículo 203 de la Constitución Política de la 

República de Guatemala 

                                                 
36 Ibíd. Pág.122 
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         3.4.7. Garantía de única persecución penal . 

 

Bajo la premisa doctrinaria ne bis in idem, la que contempla 

que ninguna persona puede ser perseguida mas de una  vez por la 

sindicación de la comisión del mismo hecho delictiv o y el cual ya 

ha sido juzgado con anterioridad, ésta garantía tie ne estrecha 

relación con la institución legal de la cosa juzgad a, ya que 

implica que un proceso fenecido o que tenga sentenc ia firme y 

ejecutoriada, no podrá ser abierto de nuevo o inici ar nueva 

persecución penal por ese mismo hecho.  

 

“Esta garantía se refiere a la estructura del proce so penal, 

establece la observación obligatoria de los princip ios que deben 

regir la organización del proceso penal guatemaltec o, se refiere 

a la necesidad de que la persecución penal en su co njunto por 

parte del aparato estatal del Estado de Guatemala, sólo se pueda 

ponerse en marcha una vez en contra del mismo indiv iduo y por la 

misma causa, el poder penal del Estado es tan fuert e, que un 

ciudadano no puede estar sometido a las amenazas de ntro de un 

estado de derecho”. 37 

 

“Teniendo en cuenta la necesidad de limitar continu amente 

poder penal del Estado y, por otra parte, los costo s personales 

                                                 
37 Ibíd. Pág. 163. 
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que siempre acarrea un proceso penal, se le deberá esta garantía 

la interpretación más amplia posible”. 38 

 

“Si el objeto del proceso es la aplicación de una s anción, 

como respuesta del Estado a algo que ha calificado como 

infracción la ley, no debe distinguirse si tal resp uesta reviste 

el carácter de una sanción contravencional, de una sanción o de 

una sanción disciplinaria. No se puede pretender sa ncionar a una 

persona dos veces por el mismo hecho”. 39 

 

“Puedo afirmar que proceso penal tiene límites espe cíficos, 

mediante los cuales se procura un juicio limpio res pecto el 

imputado, que aparezca como legítimo ante los ojos de la 

sociedad, que solamente podrá ser desencadenado una  vez por un 

mismo hecho delictivo. El poder penal del Estado de be estar, 

dentro de un estado de derecho, sumamente restringi do y es 

cometido del proceso penal el configurar la gran ma yoría de las 

limitaciones al ejercicio de tal poder. Esta es, pr obablemente, 

la principal misión del proceso penal: construir un a malla 

protectora del individuo frente al poder penal del Estado que, 

por sus propias características, este siempre tenta do por la 

arbitrariedad o bajo la sospecha de cometerla”. 40 

                                                 
38 Ibíd . Pág. 164. 
39 Ibíd. Pág. 169. 
40 Ibíd. Pág. 171. 
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 La garantía de única persecución penal, es el dere cho que 

tutela que una vez que recae sentencia firme en un caso concreto, 

la persona que ha sido perseguida penalmente, tiene  la garantía de 

que no se le someterá de nuevo a proceso por esos m ismos hechos.  

La excepción sería el procedimiento de revisión, qu e siempre será 

a favor del imputado, justificado en el hecho de qu e si existe la 

posibilidad de haber condenado a un inocente, o de que la condena 

se obtuvo con violación de garantías procesales de observancia 

obligatoria dentro de todo el debido proceso, la mi sma debe ser 

revisada aunque esté firme, pues el proceso está es tructurado 

precisamente para proteger a los ciudadanos del pod er punitivo del 

Estado en forma arbitraria. 

 

Esta garantía se encuentra desarrollada en el Artíc ulo 12 y 

17 de la Constitución Política de la República de G uatemala, 

Artículo 8 Comisión Americana Sobre Derechos Humano s.  

 

 

         3.4.8. Garantía a declarar libremente. 

 

Esta garantía protege el derecho del sindicado de n o ser 

obligado a declarar contra si mismo, contra sus par ientes, y que 

dicha declaración sea libre de toda amenaza, coacci ón y teniendo 

como consecuencia la carencia de todo valor probato rio en contra 
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del sindicado si la declaración ha sido recibida si n la 

observancia debida de esta garantía. 

 

 El derecho a no declarar contra sí mismo, constitu ye una 

garantía de observación que inicia desde que el ind ividuo se 

encuentra aprehendido por la Policial Nacional Civi l, ya que en 

algunas ocasiones podría obtener alguna información  de interés 

para la investigación por medios anómalos o censura bles por la 

ley, o bien se podría ejercer presión sobre el mism o imputado o su 

familia sobre males futuros si no accede a incrimin arse así mismo 

o terceros, inimaginable resulta el caso de la tort ura para 

obtener una declaración del imputado. Se debe tener  claro que 

todas estas prácticas están sancionadas en nuestro ordenamiento 

jurídico, y si ocurren o alguna autoridad judicial las permite, 

esta tendría efectos sobre el proceso mismo, si se incorporó 

prueba ilícita que carecerá de todo valor probatori o en juicio.  

 

Esta garantía la encontramos desarrollada en el Art ículo 16 

de la Constitución Política de la República de Guat emala. 
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CAPÍTULO IV 

 

4. El Proceso Penal Guatemalteco. 

 

4.1.  Generalidades. 

 

     Todo proceso de carácter legal, conlleva como fin 

primordial, la solución de los conflictos humanos. El proceso 

penal esta orientado a la tutela de los bienes jurí dicos 

contenidos en el ordenamiento jurídico sustantivo p enal, además, 

a la prevención del delito, la rehabilitación del c ondenado, y 

está estructurado sobre determinadas fases que cump len los 

objetivos específicos. 

 

     El proceso penal guatemalteco, están conformad o por cinco 

fases principales: 

 

• Fase de investigación, preparatoria, o de instrucci ón. 

Cuyo cometido principal consiste en la preparación de la 

acusación o del juicio. 

 

• Fase intermedia. En esta fase, es en donde se valor a el 

resultado de la fase de investigación. 
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• Fase del juicio oral. Esta es la fase principal, en  la 

que se determina el resultado del juicio penal. 

 

• Fase de impugnación. En la fase por medio de la cua l se 

ejerce el control sobre la legalidad de la sentenci a 

dictada. 

 

• Fase de ejecución. En la última fase, en la cual el  

sindicado cumple con lo ordenado la sentencia emiti da 

después de haberse cumplido con la fase de impugnac ión. 

 

     El proceso penal, definido por el autor Albert o Binder:  

 

     “El conjunto de actos realizados por determina dos sujetos 

(jueces, fiscales, defensores, imputados) con el fi n de 

comprobar la existencia de los presupuestos que hab ilitan la 

imposición de una pena y, en el caso de que tal exi stencia se 

compruebe, establecer la cantidad, calidad y modali dades de la 

sanción”. 41 

 

     El proceso penal guatemalteco, constituye una serie de 

etapas contenidas en la ley procesal penal, con el objetivo 

                                                 
41 Ibíd. Pág. 49 
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de estructurar el procedimiento para el cumplimient o de la 

ley penal sustantiva. 

      

     Todo proceso, debe iniciarse por un acto deter minado, 

el proceso de guatemalteco se inicia por: 

 

• Denuncia. 

 

• Denuncia obligatoria. 

 

• Prevención policial. 

 

• Querella. 

 

• Conocimiento de oficio. 

 

• Delito en audiencia. 

 

 

         4.1.1. Denuncia. 

 

     Es el acto de poner en conocimiento de la auto ridad 

respectiva, la comisión de un acto o hecho constitu tivo de 
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delitos. La denuncia es un acto jurisdiccional que puede 

realizarse ante la Policía Nacional Civil, el Minis terio 

Público o un Juez competente. 

  

     La denuncia es el acto mediante alguna persona , que ha 

tenido noticia acerca de la comisión de un hecho de lictivo o 

ha sido víctima de un hecho delictivo, pone en cono cimiento 

de alguno de los órganos estatales encargadas de la  

persecución penal, del ilícito penal. 

 

     El Código Procesal Penal regula en el Artículo  297:  

 

     Cualquier Persona deberá comunicar, por escrit o u 

oralmente, a la Policía, al Ministerio Público o a un 

Tribunal el conocimiento que tuviere acerca de la c omisión de 

un delito de acción pública. 

 

     El denunciante deberá ser identificado. 

 

     Igualmente se procederá a recibir la instancia , denuncia 

o autorización en los casos de los delitos que así lo 

requieran. 

 

 La denuncia, tiene las siguientes características:  
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• Es una declaración sobre la comisión de un acto que  

vulnera el derecho sustantivo penal. 

 

• La denuncia puede realizarse ante cualquier órgano del 

Estado encargado de la persecución penal. 

 

• La denuncia es un acto que puede hacerse en forma 

escrita o verbal. 

 

• El denunciante no queda vinculado al proceso penal.  

 

 

         4.1.2. Denuncia obligatoria. 

 

     Anteriormente se estableció que es un acto vol untario 

por medio del cual no se queda vinculado al proceso  penal, 

empero, nuestro Código Procesal Penal determina que  existe la 

obligación de denuncia del conocimiento de cualquie r delito 

de acción pública, cuando sean imputables funcionar ios o 

empleados públicos en ejercicio de sus cargos. 

 

 El Artículo 298 del Código Procesal Penal, regula:   
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     Deben denunciar del conocimiento que tienen so bre un 

delito de acción pública, con excepción de los que requieren 

instancia, denuncia o autorización para su persecuc ión, y sin 

demora alguna: 

 

• Los funcionarios y empleados públicos que conozcan el 

hecho en ejercicio de sus funciones, salvo el caso de 

que pese sobre él, deber de guardar secreto. 

 

• Quienes ejerzan el arte de curar y conozcan el hech o en 

ejercicio de su profesión oficio, cuando se trate d e 

delitos contra la vida con la integridad corporal d e las 

personas, con la obligación especificada en el inci so 

anterior. 

 

• Quienes por disposición de la ley, de la autoridad o por 

un acto jurídico tuvieran a su cargo el manejo, 

administración, el cuidado o control de bienes o 

intereses de una institución, entidad o persona, 

respecto de delitos cometidos en su perjuicio, pued e 

perjuicio de la masa o patrimonio puesto bajo su ca rgo o 

control, siempre que conozcan el hecho con motivo d el 

ejercicio de sus funciones. 
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     En todos estos casos la denuncia no será oblig atoria si 

razonablemente arriesga la persecución penal propia , del 

cónyuge, o de ascendientes, descendientes o hermano s con el 

conveniente derecho. 

 

     Cabe resaltar, que aunque esta norma establece  las 

causas o circunstancias en las que debe de cumplirs e con la 

denuncia obligatoria, también resguardada la imputa ción de un 

delito contra asimismo o algún pariente dentro de l os grados 

de ley. 

 

      

         4.1.3. Prevención policial. 

 

     El Artículo 304 del Código Procesal Penal, reg ula: 

 

     Los funcionarios y Agentes Policiales que teng a noticia 

de un hecho punible perseguible de oficio, informar an 

enseguida detalladamente al Ministerio Público y pr acticar 

alguna investigación preliminar, para reunir o aseg urar con 

urgencia los elementos de convicción y evitar la fu ga u 

ocultación de los sospechosos. Igual función tendrá n los 

Jueces de los lugares donde no existan funcionarios  del 

Ministerio Público o agentes de la Policía. 
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   Este medio de inicio del proceso penal guatemalt eco, 

resulta uno de los medios más usuales para el inici o de la 

investigación de un ilícito penal en los delitos ac ción 

pública. Este es el único medio por medio del cual la Policía 

Nacional Civil inicia una investigación oficiosa cu yo fin 

principal es realizar una investigación preliminar,  

salvaguardar las evidencias existentes que fuesen e ncontradas 

en los lugares donde se cometió el ilícito penal, e stablecer 

hipótesis sobre el posible autor y cómplice en la c omisión 

del delito. De esta investigación preliminar, las e videncias 

recabadas y de la posible hipótesis investigada, de berá 

informar inmediata y detalladamente al Ministerio P úblico. 

 

     De igual forma, cuando un particular, de conoc imiento a 

la Policía Nacional Civil de la existencia de un he cho 

delictivo, ésta, tiene la obligación de recibir la denuncia y 

enviar la prevención policial de forma inmediata al  

Ministerio Público, y simultáneamente inicia y real izar una 

investigación e informando inmediatamente al Minist erio 

Público. 

 

 

         4.1.4. La querella. 
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     Es el acto formal de inicio del proceso penal,  directo y 

personal por el agraviado en los delitos acción pri vada. 

 

     Es el acto procesal escrito, que consistente e n la solicitud 

que realiza el agraviado sobre la protección y un b ien jurídico 

tutelado por la ley penal, y que ha sido vulnerado,  y que no se 

limita a poner el conocimiento del Tribunal de Sent encia Penal 

sobre la comisión del hecho criminal, sino también,  solicita 

medios investigación, propone medios de prueba, acu sa formalmente 

y solicita que se emita sentencia condenatoria. 

 

     La querella tiene las siguientes característic as: 

 

• En el documento, el querellante se constituye en 

acusador formal. 

 

• Debe presentarse directamente ante el Tribunal de 

Sentencia Penal. 

 

• El querellante queda ligado al proceso. 

 

• Debe ser escrita (debe llenar los requisitos 

establecidos en el Artículo 302 del Código Procesal  

Penal). 

 

 

         4.1.5. Conocimiento de oficio. 

 

     Otra de las formas normales de iniciar el proc eso penal 

es cuando la Policía Nacional Civil o el Ministerio  Público 
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tienen noticia directa del acaecimiento de un hecho  

delictivo. Estos son los casos de conocimiento de o ficio. El 

más común de todos ellos, es la prevención policial , es 

decir, cuando la policía ha tomado noticia de un pr esunto 

delito y comienza la investigación respectiva. 

 

     Esta forma de iniciar la investigación penal, se 

presenta ante el mismo órgano estatal encargado de la 

persecución penal. 

 

     El Artículo 289 del Código Procesal Penal, reg ula: 

 

     Tan pronto Ministerio Público tome conocimient o de un 

hecho punible, por denuncia por cualquier otra vía 

fehaciente, debe impedir que produzcan consecuencia s 

ulteriores y fraudes investigación para requerir el  

enjuiciamiento del imputado… 

 

 

         4.1.6. Delito en audiencia. 

 

     Dentro del desarrollo del proceso penal, espec íficamente 

dentro la tapa del juicio oral, el Código Procesal Penal en 

el Artículo 367 regula: 
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     “Si durante el debate se cometiere falta o del ito, el 

Tribunal deberá levantar acta con las indicaciones que 

correspondan y hará detener al presunto culpable, 

remitiéndose copia de los antecedentes necesarios a l 

Ministerio Público a fin de que proceda de conformi dad con la 

ley... 

 

     La norma procesal penal antes citada, determin a 

claramente que si durante el transcurso o desarroll o del 

juicio oral, un individuo comete un delito, el Trib unal de 

Sentencia Penal levantará acta detallando lo sucedi do, acta 

que enviarán al Ministerio Público para que inicie la 

investigación respectiva para establecer si los act os 

cometidos dentro del desarrollo del juicio oral con stituyen o 

no delito, para imponer al infractor la pena respec tiva 

contenida dentro de la norma legal de la cual se le  ha 

encontrado responsable. 

 

     Lo antes mencionado, es sin perjuicio, de la o bligación 

que tienen los Jueces de cualquier ramo o materia, de poner 

en conocimiento del Ministerio Público de los hecho s o actos 

que constituyen delitos para iniciar una investigac ión penal. 
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     Después de haber definido a grandes rasgos las  formas de 

inicio del proceso penal, corresponde desarrollar l as fases 

que componen el proceso penal guatemalteco. 

 

 

    4.2. Fase preparatoria o de investigación. 

 

     En principio, esta fase preliminar o preparato ria del 

proceso penal es una fase de investigación. 

 

     En este sentido, el Código Procesal Penal guat emalteco 

otorga el ejercicio efectivo de la acción penal púb lica al 

Ministerio Público y a él le atribuye las funciones  de la 

persecución penal. Dentro de esta etapa se restring e la labor 

del Juez de Primera Instancia Penal a tareas deciso rias con 

respecto a las diligencias solicitadas por el Minis terio 

Público y la verificación sobre la legalidad de la obtención 

de evidencias dentro de esta fase preliminar. El es quema 

supone la intervención de un Juez pasivo con relaci ón a la de 

investigación, convirtiéndose en árbitro entre el M inisterio 

Público y el sindicado, controlando y decidiendo. E n esta 

fase el Ministerio Público, es un ente acusador act ivo que 

investiga y requiere.  
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     En esta fase procesal, la función del Juez con siste en 

ordenar la actividad procesal de investigación, con trolar la 

legalidad de la persecución penal y brindar protecc ión 

efectiva para que se respeten los derechos y garant ías de las 

partes procesales. 

 

     La fase de investigación dentro del proceso pe nal, sirve 

esencialmente para recabar elementos que habrán de fundar la 

acusación del Ministerio Público, los que sólo pued en ser 

utilizados como medios de prueba cuando son conocid os en otra 

etapa por el Tribunal de Sentencia Penal. La invest igación está 

cargo del Ministerio Público y actúa bajo el contro l del Juez de 

Primera Instancia Penal. 

 

     Debe resaltarse el tiempo de duración de la fa se de 

investigación que puede ser de tres meses o seis me ses 

dependiendo de la situación jurídica que se encuent ra el 

sindicado, si se encuentra en prisión preventiva la  duración será 

de tres meses, y si se encuentra en libertad bajo a lgún beneficio 

de la investigación será de seis meses. 

 

 

    4.3. Fase intermedia. 
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     Durante la tapa de investigación serán acumula das un 

conjunto de informaciones o evidencias que servirán  para 

determinar si es posible someterá a la persona sind icada a juicio 

penal. 

 

     En nuestro sistema procesal penal, resulta ina decuado pasar 

automáticamente de la fase de instrucción a la fase  de juicio 

oral. Existe entre ambos una fase intermedia que se  funda en la 

idea de que los juicios sean preparados adecuadamen te y realizar 

una actividad responsable. 

 

     La investigación del proceso penal concluye co n la solicitud 

de acusación y apertura a juicio, solicitar el sobr eseimiento, el 

archivo o el sobreseimiento provisional, como se re gula en los 

Artículos 332, 332 Bis. Y 345 Bis. Del Código Proce sal Penal. 

 

     “La fase intermedia constituye el conjunto de actos 

procesales cuyo objetivo consiste en la corrección o saneamiento 

de los requerimientos o actos represivos del invest igación”. 42 

 

     Esta fase procesal se caracteriza por ser ésta  en donde el 

Juez de Primera Instancia Penal califica la petició n del 

Ministerio Público de acusar, sobreseer o archivar.  Como su 

                                                 
42 Ibíd. Pág. 225. 
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nombre lo indica, en medio de la investigación y el  debate, 

prepara el juicio. Para el efecto esta fase, se com unica a las 

partes el resultado de las investigaciones, los arg umentos y 

defensas presentadas y se les confiere audiencia pa ra que puedan 

manifestar puntos de vista y cuestiones previas. Po steriormente, 

el Juez determina si procede o no la apertura juici o. 

 

     La acusación formal realizada por el Ministeri o Público, “es 

un pedido de apertura juicio, por un hecho determin ado y contra 

una persona determinada, y contiene una promesa, qu e deberá tener 

fundamento de que el hecho será probado en el juici o”. 43 

 

     Esta fase procesal, se desarrolla al finalizar  la tapa de 

investigación del proceso penal, que tiene una dura ción: a) si el 

sindicado se encuentra bajo medida de coerción o pr ivación de 

libertad, la duración de la investigación será de t res meses, b) 

si el sindicado se encuentra bajo medida sustitutiv a, 

consecuentemente en libertad personal, la investiga ción durará 

seis meses. Este lapso de duración de la investigac ión, es el 

límite que tiene el Ministerio Público para pronunc iarse con 

respecto a la investigación que se realiza. 

 

 

                                                 
43 Ibíd. 
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    4.4. El juicio oral. 

 

     El juicio penal es la etapa principal del proc eso penal, 

porque es allí donde se resuelve o determina en for ma definitiva 

la litis penal que da origen al proceso. 

 

     “Esta tercera etapa procesal, es conocida como  juicio penal, 

y constituye la fase principal en el proceso, ya qu e es donde se 

establece, en su máxima manifestación el sistema ac usatorio, 

haciendo realidad los principios procesales en que se inspira el 

proceso penal, puesto que es en él donde las partes  viven y hacen 

patente dichos principios procesales, a la vez que se hace sentir 

la justicia a la sociedad en general”. 44 

 

     “Para formar juicios correctos basados en la v erdad material 

o lo más cercano posible a ella, los Jueces deben c onocer y 

entender el hecho que juzgan. La mejor forma para l ograrlo es el 

que las partes del órgano acusador, en presencia de l Tribunal de 

Sentencia expresen sus argumentos, reflexiones y co nclusiones de 

manera oral, en forma explícita, fundada y clara, a  través de un 

diálogo racional y ordenado, dirigido por el propio  Juzgado”. 45 

 

                                                 
44 Par. Ob. Cit. Pág. 139. 
45 Barrientos. Ob. Cit. Pág. 442. 
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     “La fase del juicio oral, no es otra cosa que la forma en 

que se establece una comunicación fluida, comprensi ble y racional 

entre los sujetos procesales, que presentan de mane ra concentrará 

sus argumentos, contra argumentos y las pruebas en que los 

fundan. El tribunal resuelve inmediatamente de conc luido el 

debate”. 46 

 

 En forma general, el debate oral se divide en las siguientes 

fases: 

 

• La preparación del debate. 

o Incidente de Recusación. 

o Incidente de Excepciones. 

• Fase de Ofrecimiento de Prueba. 

 

• Unión y separación del debate. 

 

• Anticipo de Prueba. 

 

• División del debate. 

 

• Apertura y constitución del objeto del debate. 

                                                 
46 Ibíd. 
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o Incidentes. 

 

o El desarrollo del debate, esta fase específica es 

en donde se produce la prueba. 

 

o Nuevas pruebas. 

 

o Deliberación y sentencia. 

 

o Reapertura del debate oral y público, si el 

Tribunal estima necesario recibir nuevas pruebas o 

ampliar las incorporadas. 

 

 

    4.5. Impugnaciones. 

 

     El Artículo 398 del Código Procesal Penal regu la:  

 

     Las resoluciones judiciales serán recurribles,  sólo por los 

medios y en los casos establecidos. 

 

     El Artículo anteriormente citado indica que to da decisión de 

los Tribunales de Justicia, son susceptibles de un nuevo examen 
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por un órgano superior a través de los recursos de impugnación 

respectivos.  

 

     La fase de impugnaciones del proceso penal no solamente 

constituye la acción de recurrir al órgano jurisdic cional 

superior para evaluar las resoluciones emitidas por  el Juez 

contralor de la investigación, sino que se refiere a la 

impugnación a la sentencia emitida como consecuenci a del juicio 

oral, cuya finalidad es establecer la legalidad y j usticia de la 

sentencia emitida. 

 

     El Código Procesal Penal regula los siguientes  medios de 

impugnación: 

 

• Reposición, contenido en el Artículo 402 del Código  

Procesal Penal, que establece: Procederá contra las  

resoluciones en audiencia previa… 

 

• Apelación, contenido en el Artículo 404 del Código 

Procesal Penal, que establece: Son apelables los au tos 

dictados por los Jueces de Primera Instancia que 

resuelvan… 
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• Recurso de queja, contenido en el Artículo 412 del 

Código Procesal Penal, que establece: Cuando el Jue z 

correspondiente haya negado el recurso de apelación  

procediendo este… 

 

• Apelación especial, contenido en el Artículo 415 de l 

Código Procesal Penal, que establece: Además de los  

casos previstos, se podrá interponer el recurso de 

apelación especial contra la sentencia del Tribunal  de 

Sentencia o contra la resolución de ese Tribunal y el 

de Ejecución que ponga fin a la acción, a la pena o  a 

una medida de seguridad y corrección… 

 

• Casación, contenido en el Artículo 437 del Código 

Procesal Penal, que establece: El recurso de casaci ón 

procede contra las sentencias o autos definitivos 

dictados por las Salas de Apelaciones… 

 

• Revisión, contenido en el Artículo 453 del Código 

Procesal Penal, que establece: La revisión para 

perseguir la anulación de la sentencia penal 

ejecutoriada…  
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    4.6. Ejecución de la sentencia. 

 

     La ejecución de la sentencia constituye el cum plimiento de 

la sentencia emitida por el Tribunal de Sentencia P enal, después 

de la fase de impugnación. 

     “Extender la actividad jurisdiccional a la eje cución de los 

fallos condenatorios de los Tribunales Penales es c umplir con lo 

mandado en la Constitución que obliga a los Tribuna les a promover 

la ejecución de lo juzgado. Pero permite, sobre tod o, prepara 

para el futuro inmediato, la incorporación de medid as encaminadas 

a facilitar la reincorporación social del condenado  y, en 

consecuencia, la adopción de medidas sustitutivas d e la pena de 

prisión, por sistema de tratamiento en libertad, se mi libertad, 

prisión abierta, etc.” 47 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
47 Ibíd. Pág. 500. 
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CAPÍTULO V 

 

5. Antecedentes históricos de la defensa técnica. 

   

     El sistema penal guatemalteco inició con la co nquista 

española, siendo un sistema totalitario, monárquico , disperso, 

desordenado, carente de principios y garantías míni mas para las 

partes procesales, desprovisto de normas que se aju stara a las 

necesidades esenciales de la población guatemalteca , siendo este 

sistema empleado hasta los días posteriores a la in dependencia 

política del pueblo guatemalteco de la Corona Españ ola. 

 

     Durante la etapa de la conquista española, los  procesos 

penales se caracterizaban por ser eminentemente con suetudinarios, 

sin normas imperativas que ordenaran el actuar para  el 

juzgamiento de los delitos cometidos. 

 

     Posteriormente, en el gobierno del General Jor ge Ubico, se 

promulgó el Código de Procedimiento Penal contenido  en el Decreto 

551 del Presidente de la República de Guatemala, vi gente hasta el 

año de 1973. Este Código de Procedimiento Penal, se  regia por el  

sistema inquisitivo en el cual la figura del Juez y  del sujeto 

acusador se encontraba inmerso en la misma persona.  Ya, en este 

Decreto 551 del Presidente de la República de Guate mala, se 
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delegó el deber del ejercicio de la defensa técnica  a un Abogado 

Defensor. 

 

     El sistema inquisitivo en el proceso penal con tinuó hasta 

que en el año de 1994 cuando entró en vigencia el n uevo Código 

Procesal Penal, hoy en vigor, en el cual se plasma el sistema 

acusatorio en el que se regulan normas penales que brindan mayor 

participación al Abogado Defensor dentro del proces o penal para 

el ejercicio de la defensa técnica.  

 

 

    5.1. Derecho de defensa como derecho humano. 

 

     Se considera la defensa dentro del proceso pen al como 

derecho fundamental que conlleva la directa aplicab ilidad, el 

deber objetivo, el respeto y fomento de las garantí as penales 

para el óptimo ejercicio de este derecho como limit e al ius 

puniendi del Estado. El derecho de defensa consiste  en el derecho 

adjetivo de rango constitucional que garantiza el l egal 

juzgamiento de los delitos contemplados en el Códig o Penal. 

 

     Dentro del proceso penal guatemalteco, se  des arrollan un 

conjunto de principios y garantías que protegen a l as partes 

procesales en ocasión del juzgamiento de un delito o falta. La 
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Constitución Política de la República de Guatemala desarrolla en 

su parte dogmática el conjunto de garantías y derec hos que le 

asisten a toda persona, en el Artículo 12, se encue ntra el 

derecho de defensa de carácter obligatorio en todo proceso. 

  

     Entonces, se enfatiza en primer término como u n derecho 

inherente a la persona humana y en segundo plano, p ero no menos 

importante, como garantía procesal que le asiste a todo ser 

humano, dentro de todo proceso. 

 

 

    5.2. Garantías y principios constitucionales re lacionados al 

         derecho de defensa en Guatemala. 

 

Las garantías procesales del derecho de defensa est án 

integradas por el conjunto de normas contenidas en la 

Constitución Política de la República de Guatemala,  Tratados 

Internacionales en materia de Derechos Humanos rati ficados por 

Guatemala, normas ordinarias y reglamentos que prot ejan a la 

persona al momento de ejercer la defensa material o  técnica 

dentro del proceso penal. 

 

     A titulo personal considero que, en el derecho  procesal 

penal guatemalteco, se contempla las siguientes gar antías con 
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relación al derecho de defensa: defensa, defensor l etrado, 

tratamiento como inocente, debido proceso, Juez nat ural, 

legalidad y declaración libre. 

 

 

    5.3. Naturaleza jurídica de la defensa. 

 

     La naturaleza jurídica corresponde a las relac iones o 

instituciones conforme a los conceptos utilizados p or determinado 

sistema normativo, por lo tanto, debe entenderse qu e la 

naturaleza jurídica del derecho de defensa es de ca rácter 

procesal. 

 

 

    5.4. Conceptos de defensa. 

 

• Defensa: Acción y acto de defender o defenderse. 48 

 

• Defensa: Derecho del acusado, encaminado a obtener la 

adecuada tutela de sus derechos dentro del proceso penal 

iniciado en su contra. Es el derecho de abogar o al egar ante 

un Juez o Tribunal. 49 

                                                 
48Osorio, Manuel. Diccionario de ciencias jurídicas, políticas y sociales. Pág. 269.  
49 Ibíd. 
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• Defensa en Juicio: Derecho de recurrir ante los tri bunales 

para la solución de un litigio u oponerse a cualqui er 

pretensión en juicio por la parte contraria. 50  

 

     A título personal desarrollo los siguientes co nceptos de 

defensa:  

 

• Defensa técnica: Es el acto o acciones realizada po r el 

Profesional del Derecho, encaminada a proteger los intereses 

del sindicado dentro del proceso, promoviendo cualq uier 

actividad pertinente en favor de su defendido.  

 

• Defensa material: El acto o intervención efectiva, directa y 

personal en el proceso, por una de las partes proce sales, 

realizando diligencias en beneficio de sí mismo. 

 

 

    5.5. Defensa técnica del Abogado Defensor en la  etapa 

         preparatoria del proceso penal. 

 

Es importante considerar la importancia de la actua ción del 

Abogado Defensor dentro de la etapa preparatoria de l proceso 

penal, ya que sin lugar a dudas todo proceso penal inicia para el 

                                                 
50 Ibíd. 
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sindicado desde el auto de procesamiento y que tien e como 

consecuencia la vinculación de una persona al proce so penal.  

 

La etapa preparatoria del proceso penal tiene como objetivo 

la investigación del hecho delictivo, la imputación  hacia una 

persona de la comisión del delito, la obtención med ios de 

convicción que fundamenten la hipótesis en que se f undamentará la 

respectiva acusación formal y el recabar todos los medios de 

convicción que pasarán a formar parte del cúmulo de  pruebas para 

que el Ministerio Público fundamente y procure una sentencia 

condenatoria por el Tribunal de Sentencia jurisdicc ional. Y, es 

en esta fase del proceso penal en donde debe inicia r la defensa 

técnica en favor del sindicado.   

 

Debe sobresalir el inicio de la defensa técnica des de el 

momento en que el sindicado preste la primera decla ración ante 

Juez competente dentro del marco legal que constitu ye:  

 

• Poner a disposición del la autoridad respectiva den tro  de 

las seis horas posteriores a su detención, por las fuerzas 

de seguridad del Estado o de las autoridades comuni tarias, 

el conocimiento que una persona ha sido detenida po r la 

supuesta participación en la comisión de un hecho d elictivo. 
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• Que sea escuchada por Juez competente dentro de las  24 horas 

posteriores a su detención. Cito el Artículo 259 de l Código 

Procesal Penal el cual regula:  

 

Se podrá ordenar la prisión preventiva, después de oír al 

sindicado, cuando medie información racional sobre la existencia 

de un hecho punible y motivos racionales suficiente s para creer 

que el sindicado lo ha cometido o participado en él .  

 

La libertad no podrá restringirse sino en los límit es 

absolutamente indispensables para asegurar la prese ncia del 

imputado en el proceso. 

 

A este tenor se cita el Artículo 261 del Código Pro cesal 

Penal el cual regula:  

 

En los delitos menos graves no será necesaria la pr isión 

preventiva, salvo que exista presunción razonable d e fuga o de 

obstaculización de la averiguación de la verdad… 

 

Debo hacer énfasis en estos dos Artículos a los cua les se 

les debe otorgar ilustre importancia dentro del tem a que se 

desarrolla en este capitulo, para que se decrete la  prisión 

preventiva deben cumplirse determinados y obligator ios supuestos 
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como: a) información racional sobre la existencia d e un hecho 

punible, b) motivos racionales suficientes para cre er que el 

sindicado lo ha cometido o participado en él, nuest ro 

ordenamiento penal no establece cuales son los moti vos racionales 

para creer que el sindicado ha cometido un hecho de lictivo y deja 

ante la sana critica razonada del Juez contralor, e stablecer si 

los motivos que tiene a consideración constituyen m otivos 

racionales para ligar a proceso a una persona y dic tar una medida 

de coerción.   

 

La defensa técnica no se restringe a la simple cont radicción 

de los argumentos del Ministerio Público, bajo la m uy común 

excusa a la que se apega la gran mayoría de Abogado s Defensores 

en materia penal, que el sindicado no debe probar nada ya que es 

inocente y el Ministerio Público es el ente encarga do de 

demostrar la culpabilidad del sindicado.  

      

     El Abogado Defensor deberá pronunciarse desde el primer 

momento en el que sea requerido para la asistencia profesional 

del sindicado, y no únicamente hacer acto de presen cia en las 

audiencias en las cuales el Juez contralor señala y  que 

repercutirán en la situación jurídica del sindicado . Actualmente 

nuestro proceso penal, específicamente en la etapa de 

investigación, ha tenido el gran avance que únicame nte serán 
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escritas las actuaciones relevantes como ejemplo: e l auto de 

prisión preventiva, auto de medida sustitutiva y au to de 

procesamiento, todas las demás actuaciones serán re visadas en 

audiencia oral, esto obliga al Abogado Defensor a r ealizar su 

intervención activamente, contradictoria a los requ erimientos y 

argumentos del Ministerio Público, adquiriendo la o bligación de 

examinar cada acto procesal en beneficio del sindic ado. La ley 

adjetiva penal otorga a todo sindicado la oportunid ad de 

demostrar, no su estado de inocencia, sino la falta racional d e 

motivos para que se origine auto de procesamiento e n su contra, o 

el dictarse auto de prisión preventiva , si no existe peligro de 

fuga o la obstaculización para la averiguación de l a verdad, 

pudiendo el Ministerio Público realizar una investi gación 

objetiva sin la necesidad de violentar, momentáneam ente, el 

derecho constitucional de libertad de las personas o en su caso 

la innecesaria prisión preventiva y la aplicación d e una medida 

sustitutiva si no se cuentan con medios de convicci ón que 

demuestren racionalmente que una persona ha cometid o un delito o 

ha participado en él.  

 

     El Proceso Penal guatemalteco brinda diferente s medios para 

demostrar que una persona ha participado en la comi sión de un 

hecho delictivo, empero, no limita que esos medios de 

investigación sean utilizados por el sindicado en s u beneficio. A 
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continuación se enumerará brevemente algunos medios  de 

investigación para que el Juez otorgue alguna medid a sustitutiva, 

falta de merito, la desestimación, una medida desju dicializadora, 

la declaratoria de la clausura provisional, con el único fin que 

el Ministerio Público continúe investigando y funda mente en mejor 

medida los motivos racionales para iniciar la perse cución penal, 

evitando innecesariamente el inicio de un proceso p enal o en su 

caso la innecesaria reclusión del sindicado. 

 

     El sindicado cuenta con los siguientes actos p revios al 

inicio de la investigación y durante la etapa de in vestigación 

del proceso penal:  

 

• Verificación preliminar y objetiva sobre la informa ción y  

la tipicidad, para determinar si los hechos o accio nes 

cometidas constituyen un acto típico antijurídico, culpable 

y punible, que fundamenten la investigación y evita r el 

inicio de una persecución penal sin fundamento. 

 

• Inspección y recolección de evidencias en la escena  del 

crimen: Es la fase en la que el Ministerio Público 

inspecciona directamente la escena del crimen y rec olecta 

las evidencias que se encuentren en el mismo, debie ndo 

proteger adecuadamente la escena del crimen para ev itar la 
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pérdida o contaminación de evidencias, debiendo ten er el 

cuidado necesario para evitar contaminaciones por e l propio 

Ministerio Público o terceros extraños que concurra n a dicho 

lugar, debiendo limitar bajo única excepción el ing reso de 

terceros como la Policía Nacional Civil, Bomberos, Médico 

Forense, u otros, cuando no pueda ser posible la re colección 

de evidencias sin el auxilio o ayuda de estos. Debo  hacer 

énfasis en este tema, el mayor número de evidencias  será 

recolectada en la escena del crimen y constituye la  fuente 

primordial de pruebas que serán aportadas en la eta pa del 

debate oral, reconociendo que por la carencia de 

adiestramiento de las fuerzas de seguridad y de asi stencia 

social, constantemente contaminan o deterioran parc ial o 

totalmente la escena del crimen por ingresar sin el  cuidado 

necesario y que tiene como consecuencia la pérdida de 

evidencias fundamentales para presentar una hipótes is 

debidamente fundamentada y proceder a la solicitud de la o 

las ordenes de aprensión en contra uno o varios sin dicados y 

que podrán ser útiles en el juicio oral para la 

determinación objetiva de la participación en la co misión de 

un hecho punible. Este tema es importante tanto par a el 

Ministerio Público como para la defensa técnica que  se 

realiza en favor del sindicado, ya que sin lugar a dudas, a 

ninguna persona se le podrá imponer una pena fundad a en 

87 



 

evidencias o pruebas obtenidas con medios fraudulen tos o 

evidencias contaminadas que carecerán de valor prob atorio, 

debiendo el Abogado Defensor ser un contralor de la  

recolección de evidencias o pruebas por el Minister io 

Público en beneficio del sindicado.  

 

• Orden preliminar de medios de investigación por la Policía 

Nacional Civil: En nuestro medio legal tenemos much as 

carencias, y la investigación penal debería estar a  cargo de 

un ente instruido con relación a la forma de recole cción de 

los medios de prueba y muy importante de las garant ías 

legales para la recolección y obtención de medios 

probatorios. En nuestro medio, esta investigación d irecta o 

de campo debería estar a cargo de los investigadore s del 

Ministerio Público, lamentablemente es el Fiscal de l 

Ministerio Público quien encomienda a la Policía Na cional 

Civil, quienes en la mayoría de ocasiones desconoce n las 

garantías legales o los métodos que la ley autoriza  para la 

recolección de evidencias o medios probatorios, la obtención 

de evidencias o realización de peritajes y sobre lo s medios 

idóneos de recolección de pruebas que repercuten gr avemente 

con los fines del proceso penal que son la búsqueda  de la 

verdad, el esclarecimiento de los hechos históricos  y 

determinar al o los responsables del delito cometid o. 
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• Practica previa de pericias como: balística, biológ icas y 

químicas, absorción atómica, examen grafo técnico, 

recolección de testimonios, careos entre testigos, necropsia 

medico legal, allanamiento, inspección, registros e n lugares 

o personas, reconstrucciones de hechos, para determ inar la 

posible participación en la comisión del ilícito pe nal. 

   

     Los puntos que se desarrollaron anteriormente constituyen un 

mínimo de actos procesales que deberían tomarse en cuenta antes 

que el Ministerio Público inicie el proceso penal, sin contar con 

motivos racionales y fundados sobre la comisión de un delito y la 

posible participación del sindicado. Estos actos pr eliminares de 

investigación deberán ser tomados en cuenta para el  desarrollo de 

la defensa técnica, obligándose asegurar que sean o btenidos bajo 

el marco de legalidad y objetividad tanto por el Fi scal del 

Ministerio Público a cargo de la investigación como  del Juez 

contralor de la investigación, para hacer una valor ación positiva 

y objetiva de los medios racionales para iniciar la  persecución 

penal o dictar cualquier medida de coerción, ante l a inexistencia 

de estos medios fundamentales dentro de la etapa pr eparatoria, el 

Abogado defensor, siempre, deberá destacar la presu nción de 

inocencia como garantía constitucional para impedir  procesos 

penales que se fundamenten en presunciones  o evidencias 

contaminadas o inexistentes, y siempre solicitar la  imposición de 
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una medida sustitutiva o en su caso la solicitud de  clausura 

provisional, el sobreseimiento, o archivo de las ac tuaciones y 

cumplir con la garantía constitucional de libertad de las 

personas aunque se le sindique de la comisión de un  delito, 

únicamente en los delitos que la ley permita la apl icación de una 

medida sustitutiva, y que no pierda la calidad de s er una persona 

productiva para la sociedad y no una carga para el Estado al 

internarlo en un centro penitenciario. 

 

     La defensa técnica del Abogado Defensor en el proceso penal, 

siempre, deberá ser activa en la búsqueda de la apl icación justa 

de la ley, el finalizar el proceso penal en el meno r tiempo 

posible y en beneficio del sindicado, en la búsqued a de la 

aplicación de los medios desjudicializadores cuando  estos 

procedan, en la aplicación de la pena menor que pue da aplicarse 

al caso concreto, y no constreñirse a hacer acto de  presencia en 

las diligencias judiciales que se susciten, ya que esto 

únicamente determina un atraso en el sistema legal guatemalteco, 

porque, esto obliga a la otra parte procesal a real izar su actuar 

de manera más objetiva y profesional, a la profesio nalización de 

los que intervienen en el proceso penal y sobre el Juez contralor 

que tiene a su cargo emitir los fallos dentro del p roceso penal. 
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CONCLUSIONES 

 

1.       En la etapa de la investigación en el proceso penal, el 

Abogado Defensor ejerce su función en forma pasiva a los 

diferentes señalamientos realizados por el Minister io Público. 

 

2.       El ejercicio profesional que comúnmente es rea lizado en 

la actualidad, ya sea por el poco interés del Aboga do Defensor 

en la solución pronta del juicio instruido, gravita  sobre la 

carencia de conocimientos técnicos respecto a los m ecanismos 

legales que le brinda la Constitución Política de l a República 

de Guatemala, Código Penal y el Código Procesal Pen al para 

realizar la pronta y efectiva defensa técnica en fa vor del 

sindicado. 

 

3.       Generalmente, la defensa técnica es escasa y e rróneamente 

realizada por el Abogado Defensor, por la poca expe riencia en 

la actividad o por desconocer el desarrollo de las audiencias 

judiciales durante las diferentes intervenciones en  la etapa 

preparatoria del proceso penal, y únicamente se ape rsonan a 

realizar acto de presencia sin intervención que rep ercuta en 

la investigación o en favor del sindicado. 
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4.       En el caso de la Defensa Pública Penal, los Ab ogados 

Defensores se encuentran saturados de casos penales , la 

escasez de presupuesto en dicha institución, conlle va a 

realizar la más común de las actividades procesales  con 

relación a la defensa técnica, que es únicamente ha cer acto de 

presencia y contradecir los señalamientos realizado s por el 

Ministerio Público en contra del sindicado. 
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RECOMENDACIONES 

 

1.       La ejecución de una adecuada defensa técnica d ebe ser 

únicamente el cumplimiento del compromiso adquirido  por el 

Abogado Defensor desde el momento en que ha aceptad o la 

dirección y procuración de la defensa técnica del s indicado 

dentro del proceso penal instruido en su contra. 

 

2.       Para ejercer la defensa técnica por el Abogado  Defensor 

únicamente se requiere desarrollar y poner en práct ica las 

instituciones, principios y garantías constituciona les del 

Derecho Penal y del Derecho Procesal Penal en benef icio del 

sindicado dentro del proceso penal, para que trasci endan 

prontamente en la solución de la situación legal qu e liga al 

sindicado al proceso penal. 

 

3.       Mejorar el pénsum de estudios en las Universid ades del 

país, para inculcarle al estudiante de derecho, que  la 

defensa del sindicado no es únicamente en la fase d el juicio 

oral, sino la defensa es importante en cada una de las cinco 

fases que conforman el proceso penal. 

 

4.       Instruir al sindicado, desde el momento de la primera 

declaración ante Juez competente, que tiene la facu ltad de 
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solicitar y proponer medios de investigación en su favor, 

con la finalidad de desvirtuar la persecución penal  en su 

contra. 
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